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Acuerdo nuclear con Australia: peligroso e ilegal
Juan Carlos Villalonga*

Durante el gobierno de Fernando de
la Rúa, la Cancillería argentina fir-
mó un insólito Acuerdo de Coope-
ración Nuclear con Australia. Dicho
acuerdo permite que, a requerimien-
to de Australia, la Argentina se en-
cargaría del tratamiento de residuos
radiactivos provenientes de ese
país. Este compromiso que se pre-
tende que asuma la Argentina está
vinculado con la venta de un reac-
tor de investigación a Australia por
parte de la empresa INVAP.

Sin embargo, la Constitución
Nacional es clara y explícita en su
artículo 41 cuando prohíbe “el ingre-
so al territorio nacional de residuos
actual o potencialmente peligrosos
y de los radiactivos”. El acuerdo que
De la Rúa firmó con Australia es cla-
ramente opuesto a lo que dice nues-
tra Carta Magna. Desde la firma del
acuerdo, sin embargo, y procuran-
do contrarrestar la opinión contra-
ria que se generó entre legislado-
res, organizaciones ambientalistas
y distintos sectores de la sociedad,
los que impulsan la ratificación, del
mencionado Acuerdo Nuclear, han
recurrido a maniobras semánticas
para interpretar la Constitución de
una manera que se adapte a su
objetivo. Es así que, según sus de-
fensores, los residuos radiactivos
australianos no serían “residuos”

sino “combustible gastado”, el “in-
greso de residuos” no sería tal sino
“ingreso temporario”, etcétera.

Ante la falta de argumentos
convincentes para defender el acuer-
do se suele acudir a descalificar a
las organizaciones que defienden la
prohibición constitucional, alegando
que ellas se oponen a que la Argen-
tina venda tecnología. Esto es abso-
lutamente falso. La Argentina, y el
INVAP en particular, han vendido reac-
tores de investigación en el pasado,
pero nunca antes se pretendió unir
la venta de un reactor al compromi-
so de brindarle tratamiento a los re-
siduos nucleares del país comprador.

El acuerdo que el Congreso
estudia aprobar abre la puerta, ade-
más, al ingreso de residuos radiac-
tivos de otros países, ya que no hay
razones para suponer que, si se in-
terpreta de esta manera antojadiza
la Constitución una vez, no se re-
petirá de aquí en más.

Las organizaciones que nos
oponemos a este acuerdo (más de
300 instituciones, www.basura-
nuclear.org.ar) lo hacemos con la
firme convicción de que cada país
debe gestionar sus propios resi-
duos, evitando el transporte inter-
nacional de estos materiales y de-
jando claramente en manos de quie-
nes generan los residuos la respon-

* Coordinador de la Campaña Energía Greenpeace Argentina www.greenpeace.org.ar.
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sabilidad de responder por ellos de
manera permanente. Este principio
es algo que hace ya 8 años los ar-
gentinos decidimos cuando en la
Constitución, en 1994, se incluyó la
prohibición del ingreso al territorio
nacional de residuos peligrosos y
radiactivos.

Es claro y simple lo que de-
fendemos. El que diga otra cosa
sencillamente está queriendo adap-
tar los hechos para que encajen en

un proyecto que representa el inte-
rés de unos pocos y que nunca fue
discutido ni aprobado por la socie-
dad.

La Cámara de Diputados tie-
ne en sus manos la aprobación de
dicho acuerdo que avasalla lo que
la Constitución claramente prohíbe.
Esperamos que no se cometa este
error y que los legisladores defien-
dan los verdaderos intereses nacio-
nales.

* Documento remitido por Juan Carlos Villalonga, coordinador de la Campaña Energía
Greenpeace Argentina
** Acta firmada por más de 300 organizaciones no gubernamentales cuya lista puede
ser consultada en la página www.basuranuclear.org.ar.

Acuerdo nuclear con Australia.
Basta de presionar a la gente y a los legisladores*

El Gobierno debe volver a negociar un acuerdo con Austra-
lia que respete nuestras leyes y la constitución nacional**

Luego de más de un año de
intentos para lograr la ratificación
definitiva del Acuerdo Nuclear con
Australia y habiendo concluido ya el
período de sesiones ordinarias en
el Congreso Nacional, queremos
enfatizar que:
• No han podido forzar a la opinión

pública a aceptar un acuerdo que
es violatorio de la Constitución
Nacional y de la Constitución de
la Provincia de Buenos Aires;

• No han podido convencer a la
opinión pública de que debe
aceptar el ingreso de residuos
radiactivos, luego de que por
años la ciudadanía se ha opues-

to a ello y se ha legislado en el
sentido contrario al ingreso de
basura nuclear;

• No han podido convencer a los
legisladores, muchos de ellos del
partido oficialista, sobre la “bon-
dades” de un acuerdo, que ade-
más de ilegal, es inconveniente
para el Estado nacional;

• No han podido aprobar un acuer-
do que significará un cambio ra-
dical en la posición de nuestro
país en relación con la oposición
de los demás países del Cono
Sur acerca de los transportes
marítimos de sustancias alta-
mente radiactivas.
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• No han podido demostrar que
este acuerdo no tenga otro obje-
tivo que darle cobertura legal a
una maniobra realizada por una
empresa y planeada para que
pasara desapercibida ante la opi-
nión pública y demás organismos
del Estado.

Por estas razones, y porque a
través de este acuerdo la Argentina
se compromete y avala una mala po-
lítica australiana en el manejo de sus
residuos nucleares, es que reclama-
mos al Poder Ejecutivo a que adop-
te la decisión de retirar del Parlamen-
to dicho acuerdo y encomiende una
nueva negociación con Australia con
el objeto de alcanzar un Acuerdo de
Cooperación que no sea violatorio de
la Constitución Nacional.

No puede el actual gobierno
nacional perseverar en el grave error

cometido por el gobierno de Fernan-
do de la Rúa y pretender seguir for-
zando a la opinión pública, a las au-
toridades y a los legisladores. Inten-
tar ratificar este acuerdo bajo pre-
sión y apostando a que la oposición
pública decaiga con el tiempo sólo
sumará más ilegitimidad al mismo
y generará mayor resistencia aún.
Apelamos a que la oposición públi-
ca demostrada en estos meses sea
suficiente como para que el gobier-
no nacional entienda el mensaje y
asuma lo que la población está re-
clamando.

Esperamos que el presidente
Eduardo Duhalde comprenda nues-
tro mensaje y este reclamo que ha
crecido en todo el país.

Chascomús, provincia de Buenos
Aires,

7 de diciembre de 2002

Un acuerdo equivocado (documento de posición, 25-9-2002)

Foro de Ecología Política*

El “Acuerdo entre la Repúbli-
ca Argentina y Australia sobre Co-
operación en los usos Pacíficos de
la Energía Nuclear” presenta serios
inconvenientes que deben motivar
su rechazo por el Congreso Nacio-
nal. Las objeciones que hacemos al

mismo se desarrollan en los siguien-
tes puntos:

1. Este acuerdo posee en su artí-
culo 12 la presunción de que el
tratamiento o acondicionamien-
to de los combustibles gastados

* El Foro de Ecología Política fue creado en agosto de 2002. Su objetivo es el análisis,
diseño e implementación de propuestas que promuevan participativamente la cons-
trucción de una sociedad sustentable en nuestro país. Coordinación General del FEP:
Dr. Jorge Daneri, Lic. Pablo Bergel, Jorge Cappato.



REDES 131

VENTA DEL REACTOR NUCLEAR A AUSTRALIA

del reactor vendido por una em-
presa argentina puede ser reali-
zado en el territorio nacional. Tal
suposición colisiona con la Cons-
titución Nacional que, en su artí-
culo 41, prohíbe de manera ex-
plícita y manifiesta el ingreso de
residuos radiactivos al territorio
nacional. Las diversas lecturas
que se hacen para eludir esa pro-
hibición, aludiendo que se trata
de un ingreso temporario de re-
siduos radiactivos o procurando
calificar a esos materiales a in-
gresar como “combustibles nu-
cleares gastados”, carecen de
fundamento y lógica. Pretender
soslayar el texto constitucional
en una materia tan clara y preci-
sa es una maniobra inaceptable.

2. Este acuerdo obliga al Estado
nacional frente a Australia a rea-
lizar el tratamiento de los com-
bustibles gastados sin que exis-
ta ninguna justificación para ha-
cerlo. Dicho compromiso fue asu-
mido por una empresa argenti-
na, cuyo contrato se enmarca en
el derecho privado, y no existe
razón alguna que justifique que
deba ser el Estado nacional el
que asuma ahora ese compro-
miso. El Estado nacional debe
brindar un marco de cooperación
bilateral tecnológica y nuclear
similar al que ya ha asumido con
diferentes países del mundo. Los
compromisos a asumir por parte
del Estado nacional deben estar
debidamente justificados tanto
en los aspectos políticos y eco-

nómicos, como en los técnicos.
Ninguno de estos aspectos se
encuentra debidamente fundado
en el presente acuerdo y sólo se
ha buscado con él amparar un
aspecto controversial de un con-
trato privado que de ningún
modo emerge de una política
aprobada por el Estado nacional.

3. El acuerdo obligaría al Estado
nacional a desarrollar líneas de
investigación e inversiones en
materia de acondicionamiento de
combustibles gastados de reac-
tores de investigación cuando el
Estado nacional aún no ha dis-
cutido ni aprobado un programa
de gestión integral de residuos
nucleares. Dicho plan nunca fue
aprobado por el Poder Ejecutivo
ni por el Congreso nacional, tal
como lo exigen las leyes vigen-
tes. Claramente se pretende to-
mar decisiones parciales que
condicionarán la definición de
prioridades generales en mate-
ria de gestión de residuos nu-
cleares a nivel nacional. No es
ese el modo en que se deben
adoptar decisiones en materias
tan delicadas.

4. El acuerdo compromete al Esta-
do nacional en una política de
gestión de residuos radiactivos
del Estado australiano que ha mo-
tivado preocupación y críticas en
su propia población y en otros es-
tados. Avalar la actual política
australiana de enviar a reprocesar
o acondicionar combustibles gas-
tados fronteras afuera implica
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contrariar los reclamos de los go-
biernos europeos que procuran el
cese de las actividades de re-
procesamiento en ese continen-
te, la preocupación expresada por
los países del Pacífico Sur y del
Cono Sur en relación con el trans-
porte marítimo de materiales al-
tamente radiactivos. Supone tam-
bién el abandono de la posición
sostenida por la Argentina de
manera conjunta con Brasil, Uru-
guay y Chile, crítica a los men-
cionados transportes. La Argen-
tina no puede avalar prácticas en
esta materia que están cada vez
más aisladas políticamente a ni-
vel internacional.

5) El acuerdo significa avalar una
política equivocada de gestión de
combustibles gastados tanto en
Australia como en la Argentina.
Para los residuos generados, la
política en esta materia debería
estar enfocada en la gestión y
almacenamiento seguro en su-
perficie, en medios secos, con
capacidad de recuperabilidad de
los materiales y con un horizon-
te de tiempo de varias décadas.
Esta práctica que era la que se
venía realizando en la Argentina
se ve ahora drástica y repentina-
mente modificada por la existen-
cia de un compromiso comercial.
Resulta inaceptable que éste sea
el modo en que se deciden polí-
ticas en esta materia.

6) El acuerdo implica el cambio de

una política asumida por el Es-
tado nacional con la reforma
constitucional de 1994 por la que
Argentina se mantenía al margen
del negocio de los residuos
radiactivos. Al mismo tiempo deja
de respaldar de ese modo la po-
lítica de que cada país debe ser
responsable y gestionar de ma-
nera integral los productos, resi-
duos y emisiones que produzcan
sus actividades industriales y nu-
cleares. Nunca se discutió este
cambio de posición. De no me-
diar las denuncias de las organi-
zaciones no gubernamentales,
no hubo ningún organismo del
Estado o ente de control que
plantease esta situación ni al pú-
blico ni al Congreso nacional.

7) El acuerdo implica que el Esta-
do nacional ignora la mayorita-
ria opinión pública adversa a este
tipo de negocios. La opinión pú-
blica argentina y diferentes orga-
nizaciones sociales se han ma-
nifestado en el pasado contrarias
a este tipo de negocios y acuer-
dos. En la actualidad un 86% de
los argentinos se expresan con-
trarios a que se habilite el ingre-
so de los residuos australianos.1

Es claro que el acuerdo no sólo
está falto de legitimidad sino que
también carece de respaldo por
parte de la opinión pública. Apro-
barlo significa abrir la puerta a
una interminable serie de contro-
versias y conflictos futuros.

8) El acuerdo con Australia ignora
la expresa prohibición constitu-1 Encuesta de Mori Argentina, julio de 2002.
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cional y por lo tanto abona el te-
rreno, eliminando esa barrera
constitucional, para otros acuer-
dos y contratos comerciales que
impliquen operaciones como la
que se plantea con Australia.
Son numerosas las declaracio-
nes de técnicos y profesionales
del sector nuclear que están pro-
moviendo este acuerdo en base
al negocio que abriría éste para
la Argentina. Tal negocio es in-
aceptable, es incompatible con
un desarrollo sustentable para
nuestro país. Nadie puede votar
este acuerdo ignorando o ha-
ciendo oídos sordos a las múlti-
ples voces que han expresado
que esto es el inicio de un ne-
gocio mayor y que de ningún
modo representará una situa-
ción excepcional sino la defini-
ción de una política.

9) Avalar el acuerdo implica añadir
riesgos innecesarios en la acti-
vidad nuclear en la Argentina y
a escala global. La Argentina no
tiene necesidad alguna de correr
los riesgos que implica el trans-
porte por miles de kilómetros por
mar y tierra de estos materiales
y de su tratamiento. A lo que
debe añadirse, en el actual con-
texto, el sumar una vulnerabili-
dad en materia de riesgos terro-
ristas. Pareciera que se ignorara
que las instalaciones y transpor-
tes de estos materiales son blan-
cos en este sentido y deben por
lo tanto otorgárseles el máximo
nivel de seguridad. No es este el

tipo de compromisos que la Ar-
gentina debe asumir, máxime
teniendo en cuenta nuestra ex-
periencia en esta materia.

10) El acuerdo significa pasar por
alto las irregularidades cometi-
das por diversas autoridades y
funcionarios que operaron para
que la opinión pública argentina
ignorara los alcances del com-
promiso asumido por la empre-
sa argentina INVAP frente a Aus-
tralia. También significa avalar a
quienes sin ningún tipo de escrú-
pulos se comprometieron ante
Australia soslayando los proble-
mas legales de esta operación.
Este acuerdo significa premiar la
falta de transparencia, la política
del hecho consumado y la au-
sencia de controles creíbles, que
en esta materia no puede ser
subestimados.

11) El acuerdo no representa ni fa-
vorece desarrollo tecnológico al-
guno, más bien promueve prác-
ticas tecnológicas con fuertes re-
sistencias en otros países y en
nuestra propia sociedad. Se bus-
ca justificarlo por el hecho de que
la Argentina ya tiene enormes in-
versiones hechas en el Centro
Atómico Ezeiza, en el proyecto
llamado LPR o Laboratorio de Pro-
cesos Radioquímicos.2 Ese pro-
yecto representa uno de los gi-
gantescos errores de la política

2 Este proyecto era una planta de reproce-
samiento para la obtención de plutonio y
uranio a partir de combustibles gastados.
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nuclear argentina, producto del
afán militarista de la dictadura
militar. A los varios cientos de
millones de dólares dilapidados
en ese proyecto ahora se le quie-
re sumar otro error de proporcio-
nes con este acuerdo. Una co-
operación tecnológica “apropia-
da” en esta área sería un acuer-
do de cooperación en materia de
gestión de residuos de reactores
de investigación “in situ” y de
remediación en minería de ura-
nio. Esos son rubros en los que
ambos países podrían cooperar
tecnológicamente, superar deu-
das pendientes en sus propios
territorios y resolver problemas
inconclusos con el apoyo de sus
poblaciones y organizaciones
sociales.

12) Avalar este acuerdo significará
profundizar aún más el divorcio
que históricamente existe entre
la actividad nuclear en la Argen-
tina y la sociedad. El sector nu-
clear no ha podido aún dar mues-
tras de tener verdadera vocación
de respeto por las reglas de jue-
go que le ha impuesto la demo-
cracia. Luego de más de 40 años

de políticas discrecionales y sin
controles, recién en la última dé-
cada el Estado nacional estable-
ció reglas de juego claras para
este sector. La Constitución na-
cional de 1994, la Ley Nacional
sobre la Actividad Nuclear (1997)
y la Ley sobre Residuos Radiac-
tivos (1998) conforman un mar-
co jurídico muy reciente. Sin em-
bargo, todavía existen serias di-
ficultades, producto de resabios
del pasado, para que muchos de
los funcionarios del sector nu-
clear se adecuen a este nuevo
marco de legalidad y transparen-
cia. El acuerdo con Australia es
un producto de la política del
hecho consumado que subesti-
ma a la sociedad y al resto de
los organismos del Estado.

Por las anteriores razones re-
comendamos:

La no ratificación por el Con-
greso Nacional del “Acuerdo entre
la República Argentina y Australia
sobre Cooperación en los Usos Pa-
cíficos de la Energía Nuclear” firma-
do en Canberra (Australia) el 8 de
agosto de 2001.


